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SEGURIDAD SOCIAL / PETICIÓN / HABEAS DATA / CERTIFICACIONES LABORALES / COTIZACIONES / NO HAY HECHO SUPERADO / NO SE ACREDITO NOTIFICACIÓN  De conformidad con la información obrante en el expediente, se pudo establecer que la pretensión de la parte accionante estaba encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordenara al Departamento de Risaralda resolver de fondo el derecho de petición presentado allí desde el 11 de enero de 2017, tendiente a obtener el certificado de unas cotizaciones realizadas en calidad de empleador a la extinta Cajanal a favor de uno de sus afiliados, concretamente el señor Libardo Emilio Tejada Mejía. 

Acerca de dicha pretensión, la recurrente informó en su escrito de impugnación que sobre el mismo emitió respuesta de fondo a la accionante, lo cual podría hacer pensar en principio que efectivamente estamos ante una carencia de objeto, si no fuera porque revisadas detenidamente las manifestaciones hechas por la encartada se observa en los folios 110 al 112 que si bien, hubo un pronunciamiento de fondo frente a la solicitud, no reposa constancia alguna que permita inferir que tal contestación se haya puesto en conocimiento de la libelista, pues no se acreditó su envío ni se indicó de qué manera se surtió su notificación, razón por la cual no se puede presumir que respecto de esta petición en concreto se haya presentado el fenómeno jurídico del hecho superado.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 3:10 p.m. 

Aprobado por Acta No. 0091 
	Radicación: 
	660013187004 2017 00056 02

	Procedencia:
	Juzgado 4º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Accionante: 
	Porvenir S.A

	Accionado: 
	Departamento de Risaralda

	Decisión: 
	Confirma  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Dra. CLAUDIA LORENA TORRES ARCHILA, apoderada del DEPARTAMENTO DE RISARALDA, como entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 26 de octubre de 2017, por medio del cual decidió tutelar el derecho fundamental de petición invocado por la apoderada de la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.
ANTECEDENTES:
La Dra. Laura Michelle Gama Melo, apoderada judicial de la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A, acudió al presente mecanismo constitucional en búsqueda del amparo de sus derechos fundamentales de petición, habeas data y debido proceso y a su vez, con el fin de garantizar los del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, quien ostenta la calidad de afiliado suyo. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud se pueden relacionar así:
· Porvenir S.A. le solicitó al Departamento de Risaralda desde el 14 de mayo de 2013 una certificación de información laboral para bono pensional del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, de la cual recibió respuesta en esa misma fecha, donde indicaron que los aportes para pensión se realizaron a Cajanal, pero no adjuntaron ningún soporte de pago, razón que impide a la Nación asumir el reconocimiento y pago del bono pensional. 

· En vista de lo anterior, la entidad presentó por intermedio de su apoderada judicial un derecho de petición dirigido al Departamento de Risaralda el 11 de enero del año que transcurre, en el que pedía las copias de las planillas y/o los soportes de pago de las cotizaciones realizadas a Cajanal. Al respecto recibió respuesta el 2 de febrero de 2017, donde por medio de comunicación No. 000402-1648 la hoy encartada expuso que se encontraba adelantando los trámites tendientes a determinar la viabilidad y legalidad en cuanto al soporte de las certificaciones de tiempo de servicio mediante declaraciones judiciales ante la Procuraduría General de la Nación. 
· Por su parte, la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales informó mediante comunicado del 29 de diciembre de 2016 que no se encontró ningún soporte de planillas a nombre del señor Libardo Emilio Tejada Mejía. 
· Teniendo en cuenta que es responsabilidad de la entidad empleadora certificar las cotizaciones realizadas a Cajanal, de acuerdo al criterio de la Oficina de Bonos Pensionales del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá, si no cuenta con los respectivos soportes de ello, expedir una nueva certificación laboral válida para bono pensional, en la cual se relacione a sí misma como encargada de la cuota parte del bono pensional por los tiempos certificados y no soportados.    

· El señor Libardo Emilio Tejada Mejía presentó ante esa administradora de pensiones una reclamación que no ha podido ser atendida por cuanto no se encuentra actualizada su historia laboral, lo cual refleja, entre otros, una vulneración a sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la seguridad social.  
PRETENSIONES:
De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales invocados como vulnerados, y en consecuencia, se ordene al Departamento de Risaralda la expedición de los respectivos soportes de pago de las cotizaciones efectuados a Cajanal respecto del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, como se le solicitó en la petición presentada allí desde el 11 de enero de 2017, ahora, en caso de no contar con los soportes requeridos, se ordene el cambio de certificación laboral para bono pensional, conforme indicó en los hechos narrados. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 27 de julio de 2017, en la que se resolvió tutelar el derecho fundamental de petición invocado por la parte accionante; dicha decisión fue objeto de impugnación por parte de encartada, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 17 de octubre de 2017, decretar la nulidad del fallo, ello por cuanto se estimó necesaria la vinculación a este asunto de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Obligaciones Pensionales y Fiscalización de Contribuciones Parafiscales –UGPP-, el Ministerio de Salud y Protección Social, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y la Oficina de Bonos Pensionales adscrita a ese último, finalmente se consideró ineludible la participación en las diligencias del señor Libardo Emilio Tejada Mejía, toda vez que los argumentos que motivaron a la entidad Porvenir S.A. a la interposición de la acción constitucional, fueron precisamente aquellos que iban en búsqueda de la protección de los derechos del señor Tejada Mejía.   
Así las cosas, por medio de auto del 23 de octubre de 2017, el Juzgado de primer nivel se acogió de manera parcial a tal disposición, procediendo a la vinculación de la UGPP; más adelante, se vinculó por medio de auto del 26 de octubre de 2017 al Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Oficina de Bonos Pensionales adscrita a este último, finalmente, por medio de auto del 31 de octubre de 2017 se vinculó al Municipio de Pereira.   

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez Cognoscente resolvió mediante fallo del 26 de octubre de 2017, tutelar el derecho fundamental de petición incoado por la Dra. Laura Michelle Gama Melo, apoderada de Porvenir S.A., y en consecuencia, ordenó a la Dirección Administrativa del Departamento de Risaralda que a través de su representante legal, y dentro de las 48 horas siguientes a la notificación, adelantara las acciones tendientes a resolver de fondo y notificar en debida forma la petición incoada por la parte accionante. 

IMPUGNACIÓN:
La decisión de primera instancia fue impugnada por la apoderada judicial del Departamento de Risaralda mediante oficio del 8 de noviembre de 2017, memorial dentro del cual señaló que ese Ente Territorial, por medio de la Dirección Administrativa de la Secretaría de Educación ha atendido los requerimientos efectuados por la accionante, y en consecuencia se han expedido los certificados de información laboral conforme a los reportes que obran allí.

De este modo, lo que se le ha explicado a la petente es que se están adelantando las gestiones tendientes a la obtención de un concepto por parte de la Procuraduría General de la Nación para efectuar el procedimiento establecido en la ley 50 de 1986.  

Sin embargo, lo que busca la actora es que se modifiquen los certificados de información laboral correspondientes al señor Libardo Emilio Tejada Mejía, pretendiendo que el ente territorial asuma los tiempos de servicios cotizados a Cajanal por no contar con los soportes de pagos efectuados en las vigencias correspondientes, lo cual resulta inviable pues se trata de recursos públicos que no pueden ser utilizados de manera indiscriminada, especialmente porque no es éste el único caso que se encuentra en trámite en el mismo sentido.  
Sin embargo, expuso que para este preciso caso se procedió a dar cumplimiento a la orden impartida por el Despacho de conocimiento brindando una respuesta de fondo y completa a la parte accionante mediante oficio No. 000202-25218 del 7 de noviembre de 2017. 
Basada en los argumentos sintetizados atrás, solicitó la recurrente que se declare la existencia de un hecho superado en el presente asunto.       

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si la entidad accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos reclamados por la parte accionante de manera que deba confirmarse el fallo de primer grado, o si por el contrario, lo dicho en su escrito de impugnación es suficiente para determinar que en la actualidad ya se encuentran superadas las causales que motivaron la interposición de la acción de tutela.

El   amparo   previsto   en  el  artículo  86  Superior  como mecanismo   procesal,   específico   y   directo,   tiene   por   objeto  la  eficaz,  concreta  e  inmediata  protección  de  los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

El artículo 23 de nuestra Constitución Política establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…).", pues su ejercicio es una manifestación más de otros derechos, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y a la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia constitucional, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.

(…)
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. (…)
 
”
Caso concreto:
De conformidad con la información obrante en el expediente, se pudo establecer que la pretensión de la parte accionante estaba encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordenara al Departamento de Risaralda resolver de fondo el derecho de petición presentado allí desde el 11 de enero de 2017, tendiente a obtener el certificado de unas cotizaciones realizadas en calidad de empleador a la extinta Cajanal a favor de uno de sus afiliados, concretamente el señor Libardo Emilio Tejada Mejía. 
Acerca de dicha pretensión, la recurrente informó en su escrito de impugnación que sobre el mismo emitió respuesta de fondo a la accionante, lo cual podría hacer pensar en principio que efectivamente estamos ante una carencia de objeto, si no fuera porque revisadas detenidamente las manifestaciones hechas por la encartada se observa en los folios 110 al 112 que si bien, hubo un pronunciamiento de fondo frente a la solicitud, no reposa constancia alguna que permita inferir que tal contestación se haya puesto en conocimiento de la libelista, pues no se acreditó su envío ni se indicó de qué manera se surtió su notificación, razón por la cual no se puede presumir que respecto de esta petición en concreto se haya presentado el fenómeno jurídico del hecho superado. 

Lo anterior, por cuanto a la luz del precedente jurisprudencial expuesto en párrafos anteriores, sobre los elementos que deben ser valorados por los jueces de tutela para establecer si se ha desconocido el derecho fundamental de petición, se puede colegir con facilidad que el escritos presentado carece de uno de los elementos que constituyen el núcleo fundamental del mencionado derecho, como es “Ser puesta en conocimiento del peticionario.”. Por ende, es evidente que las explicaciones dadas por recurrente en nada han resuelto lo pedido; y en este sentido, es claro que se ha vulnerado y se continúa vulnerando el derecho fundamental de petición de la parte accionante al no darle una respuesta que resulte concreta con la solicitud presentada por ella, y bajo ese contexto lo pertinente será confirmar el fallo de primera instancia. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 26 de octubre de 2017, por medio del cual se tuteló el derecho fundamental de petición de la Doctora LAURA MICHELLE GAMA MELO,  apoderada judicial de la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.
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